
Santiago, seis de mayo de dos mil veintiséis.

Vistos y teniendo presente:

Primero: Que en estos autos Rol Corte Suprema N°51.863-

2025,  caratulados  “Pavimentos  Chilenos  Ltda.  con  Gobierno 

Regional  de  Valparaíso  y  Municipalidad  de  Viña  del  Mar”, 

juicio de hacienda, seguidos ante el Tercer Juzgado Civil de 

Viña del Mar, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

782 del Código de Procedimiento Civil, se ha ordenado dar 

cuenta de los recursos de casación en el fondo interpuestos 

tanto  por  la  parte  demandada  como  por  la  demandante,  en 

contra de la sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de 

Valparaíso el 30 de octubre de 2025, que confirmó el fallo de 

primera instancia que acogió la demanda de indemnización de 

perjuicios por responsabilidad contractual, condenando a la 

Municipalidad de Viña del Mar a pagar a la demandante la suma 

de $47.302.844 por concepto de daño emergente, con reajustes 

conforme  a  la  variación  experimentada  por  el  Índice  de 

Precios al Consumidor, calculada entre el mes anterior a la 

fecha en que la sentencia cause ejecutoria y hasta el mes 

anterior  a  que  la  demandada  pague  la  suma  a  que  fue 

condenada; y con intereses correspondiente al de operaciones 

reajustables, calculados entre la fecha en que la sentencia 

cause ejecutoria y hasta que la demandada pague la deuda, 

debidamente reajustada.  

A  continuación,  se  procederá  al  análisis  de  ambos 

recursos, siguiendo el orden en que fueron presentados. 
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I.-En  cuanto  al  recurso  de  casación  en  el  fondo 

interpuesto por la parte demandada.-

Segundo:  Que  el  arbitrio  de  nulidad  sustancial 

presentado por la Municipalidad de Viña del Mar denuncia la 

infracción de los artículos 1545, 1546 y 1698 del Código 

Civil,  así  como  el  artículo  384  N°2  del  Código  de 

Procedimiento Civil. Lo funda en que el fallo habría aplicado 

falsamente el principio de la buena fe contractual, por lo 

que  no  aplicó  la  fuerza  obligatoria  de  las  bases  de 

licitación y alteró la carga de la prueba. 

Refiere  que  el  punto  13.4.3  de  las  señaladas  bases 

establecen los supuestos de cobro de la póliza de garantía, y 

que  el  demandante  incurrió  en  tres  de  ellos.  Además,  el 

ingreso  de  la  póliza  debía  ser  físico  por  la  Oficina  de 

Partes, lo cual sucedió el 16 de abril de 2019, en tanto la 

sentencia declara suficiente el envío de un correo, cuestión 

que  es  contraria  a  lo  acordado  en  el  contrato.  Asegura 

también que las dos primeras causales de incumplimiento por 

parte de la reclamante no fueron controvertidas. Por último, 

en cuanto a los testigos, indica que la razón para negar el 

valor  probatorio  de  sus  testimonios  es  subjetiva  y 

extralegal, toda vez que los testigos sí dieron razón de sus 

dichos,  ya  que  afirmaron  que  no  recibieron  los  correos 

electrónicos por los que se les consultó, o sencillamente no 

los vieron. 

Tercero: Que, finaliza, los yerros jurídicos anteriores 

tuvieron  una  influencia  sustancial  en  lo  dispositivo  del 
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fallo,  puesto  que  la  correcta  aplicación  de  la  normativa 

antes señalada habría llevado necesariamente al rechazo de la 

demanda,  ya  que  se  habría  concluido  que  el  demandante 

incumplió el contrato, y por tanto el cobro de la póliza de 

garantía fue ajustado a derecho.

Cuarto: Que se asentaron como hechos de la causa, los 

siguientes:

1.-  La  demandante,  Pavimentos  Chilenos  Ltda.,  y  la 

Municipalidad de Viña del Mar suscribieron un contrato para 

ejecutar  la  obra  pública  denominada  “Reposición  pavimento 

circuito G. Carreño- A. Navarrete- Pta. Arenas, Viña” código 

BIP  N°30277727-0,  por  un  precio  de  $1.534.145.676  IVA 

incluido,  con  un  plazo  inicial  de  120  días  corridos.  En 

tanto,  en  el  numeral  13.4  de  las  Bases  Administrativas 

Generales  del  llamado  a  licitación,  se  estableció  que  el 

adjudicatario  debía  rendir  una  garantía  por  la  correcta 

ejecución y buen comportamiento de la obra, con una vigencia 

de 13 meses desde la fecha de recepción provisoria, por un 

monto ascendente al 3% del valor total del contrato, la que 

podía hacerse efectiva si se detectaban fallas en la obra y 

el  adjudicatario  no  se  hiciera  cargo  de  ellas;  si  no  se 

hubiese realizado la recepción provisoria por causa imputable 

al contratista; y si la garantía no hubiese sido renovada 15 

días antes de su fecha de vencimiento. 

2.- La relación contractual entre las partes se cumplió 

sin mayores contratiempos, la obra fue ejecutada y recibida 

provisoriamente por el municipio demandado, restando solo la 

WCXYCFVYPNX



reparación de aquellos defectos observados dentro del período 

de garantía, los que fueron comunicados oportunamente por el 

Municipio, acordando las partes que se extendía el plazo del 

contrato, para ejecutar las reparaciones observadas, desde el 

15 de marzo hasta el 14 de mayo de 2019, por lo cual la 

contratista debía extender la póliza de seguro respectiva, 

hasta un plazo no inferior al 30 de junio de 2019, la que 

debía ser entregada antes del 7 de marzo de 2019. 

3.- Tal fecha, 7 de marzo de 2019, no era la contemplada 

en las bases, sino que fue fijada por el Inspector de Obras. 

4.- El 7 de marzo de 2019 los funcionarios municipales 

tomaron  conocimiento  que  la  empresa  estaba  gestionando  la 

extensión  de  la  póliza  necesaria  para  caucionar  la 

realización de las reparaciones requeridas por el Municipio, 

en tanto el 11 de marzo de 2019 César Vivanco, de la empresa 

demandante, escribe un correo electrónico a Marcelo Cornejo, 

con copia a Gonzalo Lazo y Miguel Abumohor, dependientes de 

la  Municipalidad  demandada,  en  que  adjunta  endoso  de  la 

póliza entregada en su momento, que prorroga su vigencia, 

hasta el 1° de julio de 2019. 

5.- El 13 de marzo de 2019 la Municipalidad solicita al 

Gobierno Regional que cobrase la póliza original. 

Quinto: Que sobre la base de esos presupuestos fácticos 

el fallo impugnado acogió parcialmente la demanda presentada, 

teniendo para ello presente que la tardanza en la remisión de 

la  póliza  por  parte  de  la  demandante  no  constituye  un 

incumplimiento  grave  de  las  obligaciones  que  imponía  el 
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contrato,  y  no  tiene  la  entidad  suficiente  para  que  la 

Municipalidad solicitara el 13 de marzo de 2019 el cobro de 

la  póliza  que  garantizaba  la  correcta  ejecución  y  buen 

comportamiento de la obra, dado que el 7 de marzo de 2019 los 

funcionarios municipales tomaron conocimiento que la empresa 

se encontraba gestionando la extensión de la póliza que tenía 

garantía vigente hasta el 30 de marzo de 2019, lo que se 

corrobora por las declaraciones de los testigos presentados 

por la municipalidad y permite concluir que lo obrado por 

dicha entidad no se ajusta a la buena fe exigible a los 

contratantes. 

Añade la sentencia que el plazo impuesto al contratista 

de renovar la póliza antes del 7 de marzo de 2019 no se 

ajusta  a  los  plazos  establecidos  en  las  bases,  las  que 

establecían  que  dicha  renovación  debía  producirse  15  días 

antes de su extinción, lo que acaecía el 31 de marzo de 2019, 

por lo que, al haberla enviado el 11 de marzo de 2019, el 

contratista lo hizo dentro del plazo contractual. Concluye en 

esta parte que “la municipalidad demandada incurrió en el 

incumplimiento contractual reclamado por la actora, pues, en 

primer lugar, desestimó la garantía que la demandante le hizo 

llegar  oportunamente,  esto  es,  el  11  de  marzo  de  2019 

-después del 7 de marzo de 2019 que fue fijado de manera 

arbitraria  por  la  corporación  edilicia  y  antes  que  se 

cumpliera  el  plazo  establecido  en  las  Bases  para  la 

renovación de la póliza, que era el 16 de marzo de 2019- y, 

en segundo lugar, teniendo como base lo anterior, de manera 
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también injustificada, el municipio solicitó hacer efectiva 

la garantía contenida en la póliza original.”

Sexto: Que como lo ha sostenido reiteradamente esta Corte 

Suprema, los hechos establecidos por el fallo de instancia no 

son,  por  regla  general,  modificables  por  este  tribunal  de 

casación, excepto si se denuncia eficientemente por parte del 

recurrente,  una  infracción  a  las  denominadas  normas 

reguladoras de la prueba. 

Se entenderán vulneradas las  normas  reguladoras de la 

prueba cuando los sentenciadores invierten el  onus probandi, 

rechazan pruebas que la ley admite, aceptan medios que la ley 

rechaza, desconocen el valor probatorio de las producidas en 

la  causa  no  obstante  asignarles  la  ley  uno  de  carácter 

obligatorio, y/o alteran el orden de precedencia que la propia 

ley les otorga. Como se advierte, las recién indicadas son 

normas  básicas  de  juzgamiento  que  contienen  deberes, 

limitaciones  o  prohibiciones  a  que  deben  sujetarse  los 

juzgadores  y,  por  ende,  estos  últimos  son  soberanos  para 

apreciar las probanzas entre tanto se mantienen en el marco 

fijado por las normas reguladoras ya indicadas.

Séptimo:  Que, de la sola lectura del recurso, queda en 

evidencia que este no contiene la denuncia de eficiente de 

infracción de leyes reguladoras de la prueba. Por un lado, 

porque  el  precepto  que  sí  tiene  esta  característica,  el 

artículo 1698 del Código Civil, se entiende vulnerado cuando 

se ha producido su alteración, en términos que la sentencia 

impone a una de las partes la carga de probar un hecho que le 
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corresponde a la contraria, lo que no acontece en la especie. 

Por otro lado, el artículo 384 N°2 del Código de Procedimiento 

Civil, no reúne los caracteres de norma reguladora, desde que 

ella forma parte de atribuciones privativas que la ley le 

entrega a los jueces del mérito en el análisis que efectúan de 

la prueba, en particular la de testigos, a fin de establecer 

cada uno de los elementos que allí se consagran para regular 

su fuerza probatoria, lo que no puede ser revisado por la vía 

de este recurso de derecho estricto.

De  este  modo,  el  quebrantamiento  de  las  normas 

sustantivas que también ha sido denunciado, respecto de los 

artículos 1545 y 1546 del Código Civil, no puede ser revisado, 

pues se explica en razón de un presupuesto fáctico distinto al 

asentado en el fallo cuestionado, que no puede ser alterado 

por esta Corte.

En efecto, el recurso descansa en el hecho de que la 

recurrente no tomó conocimiento del correo remitido por el 

demandante el 11 de marzo de 2019 y que, en consecuencia, el 

actor no cumplió con el envío de la renovación de la póliza de 

garantía dentro del plazo establecido en el contrato, actuando 

su parte de buena fe en la solicitud de cobro de la misma 

póliza, que hizo ante el Gobierno Regional. Sin embargo, estos 

supuestos son contrarios a los que se tuvieron por probados en 

el  fallo  y  que  fueron  expuestos  en  el  número  4  del 

considerando cuarto anterior, los que resultan inalterables 

para  esta  Corte  al  no  haberse  invocado  la  trasgresión  de 

alguna norma reguladora de la prueba que permita modificarlos. 
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Octavo:  Que,  en  tales  condiciones,  el  recurso 

interpuesto no podrá prosperar, atendida su manifiesta falta 

de fundamento.

II.-En cuanto al recurso de casación interpuesto por la 

parte demandante.- 

Noveno: Que el arbitrio de nulidad sustancial presentado 

por el demandante denuncia la infracción del artículo 1556 

del  Código Civil, atendido que los reajustes ordenados por 

el fallo comenzarán a contarse desde el mes anterior a que la 

sentencia cause ejecutoria y hasta el mes anterior al pago, 

es decir, desde noviembre de 2025, en circunstancias que la 

escritura pública suscrita entre su parte y Avla Seguros de 

Crédito y Garantía S.A. que contiene el reconocimiento de una 

deuda por el pago realizado por la compañía aseguradora al 

Gobierno Regional es del 23 de marzo de 2021. Agrega que por 

ello su demanda se expresa en Unidades de Fomento y no en 

pesos,  y  de  la  forma  en  que  fue  condenada  la  demandada, 

perdió más de veinte millones de pesos.  

Décimo: Que finaliza diciendo que el señalado error tuvo 

una influencia sustancial en lo dispositivo del fallo, puesto 

que la indemnización otorgada a su parte, en el ítem daño 

emergente no fue total, sino solo parcial. 

Undécimo: Que para efectos de contextualizar el recurso 

se debe precisar que lo pedido por la demandante en la acción 

impetrada fue, en lo pertinente: i.- Daño emergente por 1.716 

Unidades de Fomento o la cantidad diferente que estimara el 

juez conforme a derecho y al mérito del proceso; ii.- Lucro 
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cesante y daño moral, rubros que fueron rechazados en el 

fallo recurrido, y respecto de los cuales no se ha recurrido 

de  casación;  iii.-  Que  las  sumas  indicadas  fuesen 

incrementadas  con  los  reajustes  e  intereses  que  fueren 

procedentes. 

Duodécimo: Que el recurso de casación en el fondo está 

concebido en nuestra legislación como un arbitrio de nulidad 

que  se  concede  a  la  parte  agraviada  por  una  resolución 

judicial que cumpla con las características establecidas en 

el artículo 767 del Código de Procedimiento Civil. En esta 

perspectiva, es menester consignar que toda la regulación del 

recurso descansa sobre la idea del agravio, pues el objeto 

final  de  aquél  radica  en  obtener  la  anulación  de  una 

sentencia que incurre en un vicio susceptible de corrección 

cuando el ofendido haya padecido un menoscabo sólo reparable 

con la invalidación de lo resuelto o cuando ha influido en lo 

dispositivo del mismo, de acuerdo con lo prescrito en el 

precepto antes mencionado. Se materializa así el principio de 

trascendencia que gobierna la declaratoria de nulidad, “pas 

de nullité sans grief”, con apego al cual no hay nulidad sin 

perjuicio, ya que no basta con denunciar irregularidades o 

que éstas efectivamente concurran en el proceso, sino que se 

torna indispensable demostrar que inciden de manera concreta 

en el quebranto de los derechos de los sujetos procesales. 

Décimo  tercero: Que  en  la  situación  sub  lite  es 

necesario destacar que la petición principal es aquella en 

que  la  recurrente  exige  indemnización  de  perjuicios  por 
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concepto de daño emergente, lucro cesante y daño moral, la 

que fue acogida por el fallo recurrido en el primer ítem, de 

daño emergente, en la suma de $47.302.844, dejando el mismo 

actor  entregada  la  solicitud  accesoria  de  reajustes  e 

intereses a la decisión del sentenciador, sin especificar la 

fecha desde la cual se deberían contar, por lo que al acceder 

la sentencia en la forma pedida no existe agravio para el 

actor, que obtuvo precisamente lo pedido. 

Décimo cuarto: Que, acorde a lo razonado, el recurso de 

nulidad sustancial resulta ser inadmisible, al carecer de uno 

de los elementos fundamentales de él, según su naturaleza 

jurídica, que es el agravio del recurrente. 

Y  de  conformidad  además  con  lo  dispuesto  en  los 

artículos 764, 767 y 782 del Código de Procedimiento Civil, 

se rechaza el recurso de casación en el fondo interpuesto por 

la parte demandada a folio 60 y se declara  inadmisible el 

recurso de casación en el fondo interpuesto por la parte 

demandante, a folio 61 en contra de la sentencia de fecha 

treinta de octubre de dos mil veinticinco, dictada por la 

Corte de Apelaciones de Valparaíso. 

Redacción a cargo del Ministro Sr. Ruz. 

Regístrese y devuélvase.

Rol N° 51.863-2025.-

Pronunciado  por  la  Tercera  Sala  de  esta  Corte  Suprema 

integrada  por  los  Ministros  (a)  Sr.  Gonzalo  Ruz  L.,  los 

Ministros  Suplentes  Sr.  Roberto  Contreras  O.,  Sr.  Hernán 

Crisosto G., y los Abogados Integrantes Sra. María Angélica 

Benavides C. y Sr. José Valdivia O. No firman los Ministros 
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Suplentes Sr. Contreras y Crisosto, no obstante haber ambos 

concurrido  al  acuerdo  del  fallo,  por  haber  cesado  en  sus 

sendas suplencias. Santiago, 6 de mayo de 2026.
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En Santiago, a seis de mayo de dos mil veintiséis, se incluyó en el Estado
Diario la resolución precedente.
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